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RECURSO 72/2023 
RESOLUCIÓN 90/2023 
 

Resolución 90/2023, de 20 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima 

parcialmente el recurso especial en materia de contratación 
interpuesto por Distribuciones Alimentarias Cecasa, S.L., frente a la 
adjudicación por la Gerencia Territorial de Servicios Sociales de 

Valladolid del procedimiento de contratación de suministro de fruta 
fresca en el expediente de contratación nº A2023/001732. 

 

 
I 

ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por Resolución de 22 de marzo de 2023 de la Gerente 

Territorial de Servicios Sociales de Valladolid, se aprueba el expediente de 

contratación, el pliego de cláusulas administrativas particulares (en adelante 
PCAP), el pliego de prescripciones técnicas (en adelante PPT) que han de regir 
en el procedimiento de licitación para el suministro de fruta fresca para los 

centros dependientes de la Gerencia Territorial de Servicios Sociales en 
Valladolid, el gasto y se acuerda la apertura de la fase de licitación del contrato 
mediante procedimiento abierto. 

 
El valor estimado del contrato es de 149.523,02 euros. 

 
Han concurrido al procedimiento las empresas Frutas Terrados, S.L. y 

Distribuciones Alimentarias Cecasa, S.L. 

 
Segundo.- Mediante Resolución de 17 de mayo de la Gerente 

Territorial de Servicios Sociales de Valladolid, se adjudica el contrato a la 
empresa propuesta y se excluye a la empresa recurrente (Distribuciones 

Alimentarias Cecasa, S.L.), a la que se le notifica el 19 de mayo.  

 
Tercero.- El 9 de junio D. yyy, en nombre y representación de la 

mercantil Distribuciones Alimentarias Cecasa, S.L. (CECASA), presenta en el 
registro de este Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales un recurso 
especial en materia de contratación contra la resolución de adjudicación.  

 
En su escrito expone que, en el antecedente de hecho segundo de la 

resolución impugnada, se hace constar “Con fecha 19 de abril de 2023 se 
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reunió la Mesa de Contratación para proceder a la apertura del sobre nº 2, 
`Proposiciones económicas´ y la lectura de las ofertas presentadas. La mesa 
comprobó que el licitador DISTRIBUCIONES ALIMENTARIAS CECASA, 

presentó oferta en uno de los productos, `pera de conferencia´, por importe 
mayor que el que se señala en el Pliego de Cláusulas Administrativas 

Particulares que rige esta contratación y acordó su exclusión”. A su juicio, el 
precio unitario correspondiente a la pera conferencia, indicado en el Anexo III 
y superior al fijado en el pliego, ha de ser calificado como un error material, 

aritmético o de hecho, susceptible de ser rectificado de oficio por el órgano de 
contratación o solventado mediante aclaración, máxime cuando la proposición 
presentada es inferior a la ofertada por la adjudicataria. 

 
Por otra parte, impugna el PCAP pues alude a discrepancias entre los 

kgs. relativos a referencias que se señalan en la cláusula 6ª y los que se 

describen en el Anexo III, irregularidades que afectan al valor estimado del 
contrato. Cita como ejemplo los albaricoques. 

 

Interesa la nulidad de pleno derecho de la convocatoria de la licitación 
por adolecer de vicios insubsanables. Subsidiariamente solicita que se anule la 
resolución de adjudicación de 17 de mayo y el acuerdo de exclusión de la Mesa 

de contratación de la recurrente. 
 
Cuarto.- El mismo día 9 de junio se incorpora el recurso especial 

presentado al registro de expedientes con el número de referencia 72/2023. 
Se requiere al órgano de contratación para que en el plazo de dos días hábiles 

remita a este Tribunal el expediente de contratación, acompañado del 
correspondiente informe y de la dirección de correo electrónico de todas las 
empresas licitadoras interesadas. 

 
Quinto.- El 27 de junio se recibe en este Tribunal el expediente y el 

informe del órgano de contratación. 

 
Sexto.- Concedido trámite de audiencia, no se han presentado 

alegaciones. 

 
 

II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
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de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (en adelante LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 
de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- El procedimiento del recurso especial se ha tramitado conforme a 

lo previsto en el capítulo V, título I del libro primero (artículos 44 y siguientes) 
de la LCSP.  

 

3º.- El recurso se ha interpuesto contra la resolución de adjudicación 
de un contrato de suministro por un valor superior a 100.000 euros.  Los actos 
son recurribles, de acuerdo con el artículo 44.1.a), 2.a) y c) de la LCSP.  

 
4º.- La empresa recurrente está legitimada para interponer el recurso 

especial en materia de contratación contra la adjudicación, a tenor del artículo 

48 de la LCSP, y está acreditada la representación con la que actúa. 
 
5º.- El recurso se ha interpuesto en el plazo previsto en el artículo 

50.1.c) de la LCSP. 
 
6º.- En cuanto al fondo del asunto dos son las cuestiones que se han 

dilucidar. Por un lado, el incumplimiento del PCAP invocado por el órgano de 
contratación y por otro la validez de dicho pliego.  

 

A) El recurrente admite que existe un error en la formulación de su 
oferta en los términos que recoge la resolución impugnada, pues el precio 

unitario consignado para la pera conferencia indicado en el Anexo III, es 
superior al fijado como máximo en el PCAP. No obstante, discrepa con la 
decisión que adopta la Mesa de contratación, pues, al considerar que se trata 

de un “simple error”, estima que aquella, previamente a acordar su exclusión, 
debería de haber procedido a su rectificación o bien solicitar su subsanación. 
Añade que la actuación de la Mesa ha vulnerado el artículo 84 del RD 

1089/2001, de 12 de octubre, el artículo 109.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre junto al artículo 1266 del CC. 

 

Frente a estas alegaciones, el informe del órgano de contratación 
manifiesta “La mesa de contratación en sesión de 19 de abril de 2023 acordó 
excluir al licitador DISTRIBUCIONES ALIMENTARIAS CECASA S.L por superar 

su oferta del producto `pera conferencia´, al precio unitario de licitación 
establecido en los pliegos, vinculantes para el licitador.  
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»La mesa y el órgano de contratación no pueden reconstruir la 
oferta del licitador, se han de ceñir al precio unitario ofertado, ya que de lo 
contrario generaría fraude en perjuicio del resto de licitadores”. 

 
Fijadas las posiciones de las partes, la cuestión se centra en determinar 

si la discrepancia se configura como un error material o aritmético y, en su 
caso, si la Mesa de contratación debería haber solicitado aclaración al licitador 
antes de acordar su exclusión. 

 
Esta cuestión se analizó en la Resolución 32/2018, de 4 de mayo, de 

este Tribunal, en la que se recoge la doctrina de la Junta Consultiva de 

Contratación Pública del Estado y de los tribunales de recursos contractuales, 
doctrina que, por su interés, se reproduce a continuación. 

 

La Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado, en su 
Informe 48/02, de 28 de febrero de 2003, con cita de otros anteriores, señaló 
que, “sin ser posible realizar una lista exhaustiva de defectos subsanables y 

no subsanables”, el artículo 81 del RGLCAP permite “considerar insubsanables 
los defectos consistentes en la falta de requisitos exigidos y subsanables 
aquéllos que hacen referencia a la simple falta de acreditación de los mismos”. 

Y en su Informe 18/10, de 24 de noviembre, con cita de su Informe 47/09, de 
1 de febrero de 2010, mantiene que “el criterio mantenido por la Junta 
Consultiva puede concretarse en que se reconoce como subsanable, ya sea 

por errores u omisiones, la aportación de documentos exigidos para concurrir 
siempre que el contenido del mismo, como elemento acreditativo, exista en el 

momento en que se presenta y en el momento en que concluye el plazo de 
presentación de proposiciones, que evidentemente es anterior al momento de 
subsanación. Es decir, puede subsanarse lo que existe, pero no se ha 

aportado; no se puede subsanar lo que en el momento citado no existe de 
manera indudable”. Y añade que “Esta interpretación está en línea con la 
reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo en cuanto a que un excesivo 

rigor al aplicar las normas de procedimiento puede conducir a una infracción 
del principio básico de contratación administrativa de la libre concurrencia a 
través del rechazo de los licitadores por defectos formales. Así, la 

interpretación que da esta Junta Consultiva ofrece un compromiso entre los 
principios de no discriminación e igualdad de trato, antes citados, y el principio 
de libre concurrencia”. 

 
Sobre la posibilidad de subsanar las ofertas, el Tribunal Administrativo 

Central de Recursos Contractuales (TACRC) en diversas resoluciones (por 

todas, Resoluciones 217/2016, de 1 de abril, 898/2016, de 4 de noviembre, 
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908/2017, de 5 de octubre, 8/2018, de 9 de enero, 155/2018, de 16 de 
febrero, 266/2018, de 16 de marzo; y en términos semejantes, Resoluciones 
661/2017 de 21 de julio, 42/2018, de 19 de enero, o 113/2018, de 9 de 

febrero) ha señalado que “nuestro Ordenamiento ha venido distinguiendo 
entre la subsanación de defectos o errores que afectan a la denominada 

documentación administrativa y la de aquellos otros que afectan a la 
formulación de las ofertas. En cuanto a los primeros, la regla ha sido la de la 
absoluta subsanabilidad aun guardando la debida separación entre las fases 

del procedimiento (…), en tanto que, para los segundos, la solución ha sido 
mucho más restrictiva. Es elocuente, en este sentido, que el artículo 81.2 del 
[RGLCAP] sólo se refiera a la subsanación de defectos en la documentación 

administrativa, y si es verdad que dicho precepto no puede ser interpretado 
`sensu contrario´ vedando toda posibilidad de conceder ocasión de salvar los 
[que] se presenten en las ofertas, sí que debe servir como criterio 

interpretativo de exigencia de mayor rigor en la determinación y concreción 
de las mismas (…).  

 

»Por ello, el Tribunal Supremo se ha mostrado cauto a la hora 
de pronunciarse sobre la subsanación de errores u omisiones en la oferta. La 
ha admitido cuando se trataba de errores puramente formales y de fácil 

remedio, como la firma de la proposición económica (…), la representación del 
que suscribió la oferta (…) e incluso cuando se trataba de la acreditación 
documental de un elemento que el Pliego consideraba como criterio de 

adjudicación y que se había invocado expresamente en la proposición, aunque 
no justificado de manera suficiente (…). A estos efectos, el Alto Tribunal ha 

enfatizado que la preclusión de aportaciones documentales tiene por objeto 
evitar sorpresas o “estratagemas poco limpias”, rechazando por ello posturas 
formalistas que conduzcan a la exclusión de licitadores por defectos fácilmente 

subsanables, por entender que ello contravendría el principio de libre 
concurrencia (…).  

 

»Sin embargo, el mismo Alto Tribunal ha rehusado extender tales 
consideraciones al cumplimiento de otras formalidades exigidas en los pliegos, 
como la inclusión de un anexo resumen de las características de la oferta (…) 

o la firma de ingeniero en la propuesta técnica, por entender en este caso que 
afecta al contenido material de la misma (…), respecto del cual entiende que 
no cabe subsanación (…).  

 
»Esa doble tendencia se halla presente en la jurisprudencia 

comunitaria. Así, por un lado, ésta se muestra proclive a admitir la subsanación 

de errores en la fase de admisión a la licitación, permitiendo al órgano de 
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contratación reclamar documentos sobre la capacidad o situación personal del 
empresario que no fueron aportados por éstos pese a exigirse en el pliego, y 
siempre que en él se hubiera previsto en tales casos la sanción de exclusión 

(cfr.: Sentencias TJUE, Sala Décima, de 10 de octubre de 2013 -Asunto C-
336/12- y 6 de noviembre de 2014 –Asunto C-42/13-). Sin embargo, se 

muestra mucho más cauta cuando los defectos afectan a las ofertas, pues, en 
ellas sólo considera ajustadas las meras aclaraciones o correcciones de errores 
materiales manifiestos, y además con el límite de que no suponga una nueva 

oferta (cfr.: Sentencia TJUE, Sala Cuarta, 29 de marzo de 2012, Asunto C-
599/10-) así como en los casos en los que la ambigüedad de las ofertas pueda 
explicarse de modo simple y disiparse fácilmente (cfr.: STGUE, Sala Quinta, 10 

de diciembre de 2009, Asunto T-195/08-)”. 
 

Por su parte, en las Resoluciones 1203/2017, de 22 de diciembre, y 

166/2018, de 23 de febrero, el TACRC ha señalado que “`no existe obligación 
alguna por parte del órgano de contratación de solicitar subsanación de la 
[oferta técnica], debiendo soportar el licitador las consecuencias del 

incumplimiento de su deber de diligencia en la redacción de la oferta´ 
(Resolución 016/2013), conclusión que se infiere de la doctrina sentada por el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Sala Cuarta, de 29 de marzo de 2012 

(asunto C-599/2010). Lo que sí es posible es solicitar `aclaraciones que en 
ningún caso comporten alteración de la oferta, pero no la adición de otros 
elementos porque ello podría representar dar la opción al licitador afectado de 

modificar su proposición lo que comportaría notable contradicción con el 
principio de igualdad proclamado como básico de toda licitación en los artículos 

1 y 139 del [TRLCSP]´ (Resolución 94/2013). En definitiva, siendo admisible 
solicitar aclaraciones respecto de las ofertas técnicas o económicas, `debe 
considerarse que ese ejercicio de solicitud de aclaraciones tiene como límite 

que la aclaración no puede suponer uno modificación de los términos de la 
oferta, bien por variar su sentido inicial, bien por incorporar otros inicialmente 
no previstos´ (Resoluciones 64/2012, de 7 de marzo, 35/2014, de 17 de enero 

o 876/2014, de 28 de noviembre, entre otras). Así, `una vez presentada su 
oferta, en principio esta última no puede ya ser modificada, ni a propuesta del 
poder adjudicador, ni del candidato´ toda vez que, ̀ en el caso de un candidato 

cuya oferta se estime imprecisa o no ajustada a las especificaciones técnicas 
del pliego de condiciones, permitir que el poder adjudicador le pida 
aclaraciones al respecto entrañaría el riesgo, si finalmente se aceptara la oferta 

del citado candidato, de que se considerase que el poder adjudicador había 
negociado confidencialmente con él su oferta, en perjuicio de los demás 
candidatos y en violación del principio de igualdad de trato´. Por otra parte, y 

aun cuando se pudiera considerar que existe un error en la oferta técnica, 
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dicho error no es subsanable. Este Tribunal ha dictado numerosas 
Resoluciones (…) que, salvo en supuestos en que se hubiera cometido un 
flagrante error material en que la voluntad del licitador pudiera ser fácilmente 

integrada, presentada la oferta no cabe posibilidad de su modificación, no 
existiendo obligación alguna por parte del órgano de contratación de solicitar 

subsanación de la misma y debiendo soportar el licitador las consecuencias del 
incumplimiento de su deber de diligencia en la redacción de la oferta resulta 
posible solicitar aclaraciones que en ningún caso comporten alteración de la 

oferta, pero no la adición de otros elementos porque ello podría representar 
dar la opción al licitador afectado de modificar su proposición lo que 
comportaría notable contradicción con el principio de igualdad proclamado 

como básico de toda licitación”. 
 
En el supuesto examinado, el PCAP que rige la contratación en su 

cláusula 6ª establece precios unitarios máximos para cada uno de los 
productos objeto de licitación. Respecto al suministro de la pera conferencia 
se indica como precio unitario 1,65 euros/Kg. La oferta económica presentada 

por la recurrente señala 1,68 euros/kg, por tanto, es claro y reconocido que el 
precio unitario es superior al fijado en los pliegos. Sin embargo, el precio 
unitario que consta en la proposición económica presentada por el licitador, 

no se corresponde con el importe total sin IVA (1.2925, 75 euros), resultante 
de multiplicar el precio unitario por la cantidad de producto prevista para cada 
uno de los centros. Por ello, se ha de convenir con la recurrente que existe un 

error de trascripción en el precio unitario, pues de una simple operación 
aritmética resulta que, el precio unitario correcto que se propone es de 1,49 

euros/kg, de suerte que este se ajusta al límite del pliego, al no superar el 
precio máximo establecido. 

 

En definitiva, parece evidente que existe un error manifiesto en la 
elaboración de la oferta, solo imputable a la falta de diligencia del licitador. No 
obstante, la Mesa debió advertir tal disparidad entre el importe total y el precio 

unitario y dar la posibilidad al recurrente de aclarar su oferta, extremo que no 
atendió. Al tratarse de una discrepancia fácilmente salvable, la aclaración no 
alteraría en ningún caso los términos de la proposición ni respecto al producto 

concreto (13.442,78 euros con IVA), ni a la oferta total (138.961,06 euros con 
IVA). Por lo demás, el trámite de subsanación o aclaración permitirá al 
recurrente manifestar a la Mesa su voluntad contractual.  

 
Estamos, por tanto, ante un flagrante error material en el que la 

voluntad del licitador puede ser fácilmente integrada sin alterar el contenido 

de su oferta, motivo por el cual este objeto de recurso debe estimarse. 
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B) Si bien el recurso formalmente se plantea contra la resolución de 

adjudicación del contrato de suministro, lo cierto es que de su contenido- 

alegación séptima y suplico-, se colige que también se impugnan los PCAP. 
 

En efecto, la mercantil considera que existen divergencia entre los kg 
referidos a referencias que se señalan en la cláusula 6ª del PCAP y las que se 
describen en el Anexo III, que afectan al valor estimado del contrato. Afirma 

“(…) resulta que existe una gran discrepancia entre los `kg´ de muchas de las 
referencias que se establecen en la ´CLAÚSULA 6.-PRESUPUESTO BASE DE 
LICITACION Y SU DISTRIBUCION EN ANUALIDADES.VALOR ESTIMADO DE 

CONTRATO` con las que se describen en el `ANEXO III. MODELO DE OFERTA 
ECONMICA Y CRITERIOS DE ADJUDICACION VALORADOS MEDIANTE 
FORMULAS MATEMATICAS`. 

 
»Sin ánimo de reproducir todas, vemos que en el producto 

Albaricoque en los distintos centros no coinciden, salvo en RASVA. En 

PARQUESOL consta 120 kg y en el Anexo III, 300 kg; en CAMP consta 300 kg 
y en el Anexo III, 140 kg; en MONTERO 100 kg y en el Anexo III, 150 kg; y 
en ALAMEDA 250 kg y en el Anexo III, 245kg. Con lo cual el valor estimado 

del contrato de 149.523,20.-euros no se atiene al mismo criterio de kg.” 
 
Frente a lo expuesto el órgano de contratación en su informe, trae a 

colación el articulo artículo 50.1.b in fine de la LCSP y señala ”(…) Las bases 
son de aplicación y rigen para todos los licitadores que no las impugnaron y 

tomaron parte en el procedimiento de convocatoria con dichas bases, como 
acontece con el recurrente, sin que pueda pretender después por ello, que no 
se le apliquen ciertas bases o disposiciones de la convocatoria que no estiman 

favorables a sus pretensiones, formulando una pretensión fraudulenta para 
conseguir, ( por medio de la impugnación de los pliegos), una reconstrucción 
de su oferta para resultar beneficiado en el contrato en perjuicio del resto de 

licitadores”. 
 
Dicho lo que anticipa, sobre esta cuestión se ha pronunciado este 

Tribunal, entre otras, en sus Resoluciones 13/2022 y 122/2022. Así, la 

Resolución 122/2022 que reproduce la 69/2022, dispone que: ” Sobre esta 
cuestión conviene recordar que la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea de 12 de marzo de 2015 (asunto eVigilo Ltd) concluye que “el 

artículo 1, apartado 1, párrafo tercero, de la Directiva 89/665 y los artículos 2, 
44, apartado 1, y 53, apartado 1, letra a), de la Directiva 2004/18 deben 
interpretarse en el sentido de que exigen que un derecho de recurso relativo 
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a la legalidad de la licitación sea accesible, tras el vencimiento del plazo 
previsto por el Derecho nacional, a un licitador razonablemente informado y 
normalmente diligente que no pudo comprender las condiciones de la licitación 

hasta el momento en que el poder adjudicador, tras haber evaluado las 
ofertas, informó exhaustivamente sobre los motivos de su decisión. Tal recurso 

podrá interponerse hasta que finalice el plazo de recurso contra la decisión de 
adjudicación del contrato”. 

 

»Sobre esta base, este Tribunal mantiene que no es admisible, por 
ir en contra del efecto útil de la Directiva de recursos, una interpretación del 
artículo 139 de la LCSP que permita la existencia de causas de nulidad de pleno 

derecho, o infracciones de los principios básicos de la contratación pública, por 
presumir el consentimiento o aquiescencia del licitador por su mera 
participación en la licitación. Sin embargo, y como se señaló en las resoluciones 

de este Tribunal 63/2017, de 7 de septiembre, o 24/2019, de 7 de marzo, 
“Debe recordarse que el recurso especial en materia de contratación no está 
dirigido a conseguir una revisión general y abstracta de una decisión de un 

órgano de contratación, por el mero hecho de ser perjudicial para un licitador.  
 
»(…) el recurrente no alega, ni trata de justificar, la existencia de 

un vicio de nulidad en el pliego, de entre los previstos en el artículo 32 del 
TRLCSP, y resulta manifiesto y no justificado que, habiendo tenido oportunidad 
para ello, no hubiera impugnado el criterio de adjudicación previsto en la 

cláusula 15 del PCAP mediante el correspondiente recurso contra el pliego 
interpuesto en plazo. El licitador presentó la oferta en los términos previstos 

en el PCAP y de conformidad con el modelo de oferta correspondiente, sin que 
conste que solicitara aclaraciones al poder adjudicador.  

 

»Mantiene la citada Sentencia del TJUE de 12 de marzo de 2015 
(asunto C538/13), apartado 57 que `Si del citado examen resulta que las 
condiciones de la licitación eran efectivamente incomprensibles para el 

licitador y que se vio en la imposibilidad de interponer un recurso en el plazo 
previsto por el Derecho nacional, el licitador estará legitimado para interponer 
un recurso hasta que finalice el plazo previsto para recurrir contra la decisión 

de adjudicación del contrato´; esta situación, sin embargo, no concurre en el 
presente caso”. 

 

Por tanto, de acuerdo con la doctrina de este Tribunal los pliegos, que 
son susceptibles de una impugnación autónoma, pasan a ser firmes e 
inatacables por la vía del recurso especial para los licitadores que no los 

impugnaron en plazo y participaron en el procedimiento de licitación, con la 
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excepción que en los documentos contractuales concurra alguna causa de 
nulidad plena. 

 

Respecto al caso objeto de recurso, la recurrente no alega ni 
directamente ni indirectamente motivo de nulidad. Únicamente esgrime la 

existencia de una discordancia en el número de kg que constan en el PCAP y 
en el Anexo III, discrepancia que por otra parte no ha impedido que tanto ella 
misma, como la adjudicataria hayan presentado sus proposiciones 

económicas. Por tanto, este motivo de recurso ha de ser desestimado. 
 
En consecuencia, por las razones expuestas en el apartado A) procede 

estimar en parte las pretensiones del recurrente, en particular la anulación de 
la resolución de adjudicación, de forma que se proceda a la retroacción de las 
actuaciones al momento de valoración de las ofertas presentadas, para que, 

con previo requerimiento a la recurrente de aclaración o subsanación del error 
padecido en el precio unitario de “pera conferencia”, continúe el procedimiento 
por sus trámites. 

 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 

Contractuales de Castilla y León 
 

 

III  
RESUELVE 

 
PRIMERO.- Estimar parcialmente el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por Distribuciones Alimentarias Cecasa, S.L., frente a 

la adjudicación por la Gerencia Territorial de Servicios Sociales de Valladolid 
del procedimiento de contratación de suministro de fruta fresca en el 
expediente de contratación nº A2023/001732. 

 
SEGUNDO.- Notificar la resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 

 
TERCERO.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 

actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta Resolución. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
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contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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